PROPUESTA POLÍTICA  PARA PROMOVER EL DERECHO AL TRABAJO DE

MUJERES Y HOMBRES CON DISCAPACIDAD EN EL SALVADOR

I. INTRODUCCIÓN
El acceso a un trabajo digno y bien remunerado representa un reto para la población salvadoreña en general y de la población con discapacidad en particular. Según el informe de Desarrollo Humano del PNUD 2007-2008, únicamente el 20% de la población tiene un trabajo decente. La búsqueda de trabajo representa un desafío más complejo para las personas con discapacidad que se han visto excluidas en gran medida de participar activamente en el sector productivo.

 De acuerdo con la DIGESTYC (2007), para el año 2007, en el país  se reportan 235,302 personas con discapacidad, lo que representa el 4.1% respecto a la población total del país. La Mesa Permanente de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, señaló que probablemente exista sub registro (PDDH, 2008), Asimismo,  esta proporción resulta sumamente baja con respecto a  las estimaciones de la OMS  indican que  aproximadamente el 10% de la población en el mundo tiene algún tipo de discapacidad. 

El Ministerio de Trabajo y Previsión Social (MTPS), a través del Programa de Atención a Personas Vulnerables reporta que hubo 3001 personas inscritas en la bolsa de empleo entre el año 2000  y mayo del 2009, representa  el 78% de hombres y el 22% mujeres (La Prensa Gráfica, 2008). Entre grupos vulnerables se encuentran personas adultas mayores, viviendo con VIH, mujeres embarazadas, entre otros. Del total  de inscritos en la bolsa, se insertaron  laboralmente 796 personas, siendo 556 hombres y 240 mujeres, es decir el 70% y 30% respectivamente. En un periodo de 9 años únicamente se ha colocado un 26.5% de las personas demandantes de empleo (La Prensa Gráfica, 2008, por lo que dentro de este grupo se reportan las inserciones de PCD).  

Por su parte, el Servicio de Integración Laboral para personas con discapacidad (SIL) reporta 182 inserciones laborales (entre octubre del 2007 a marzo del 2010),  de las cuales 45 son mujeres y 137 hombres,  que corresponde al 25% y 75% respectivamente. Las brechas en los datos por género, pueden estar relacionadas directamente por la baja demanda de las mujeres para inscribirse en la bolsa de empleo del SIL y en otras, lo que puede atribuirse a las barreras actitudinales de los posibles empleadores,  mínimas oportunidades de formación y desarrollo profesional u ocupacional para realizar una búsqueda activa de empleo (UCA. Laínez y Muñoz, 2009).    

Ante esta problemática, la Red Iberoamericana de Entidades de Personas con Discapacidad Física en coordinación con la Asociación Cooperativa  del Grupo Independiente Pro Rehabilitación Integral de RL ACOGIPRI, impulsaron un proceso participativo a través del cual se realizó un estudio de buenas prácticas en materia de derecho a empleo de hombres y mujeres con discapacidad en El Salvador, y la revisión de la legislación nacional e internacional relativa a sus  derechos laborales. Esto, con la finalidad de contribuir al cumplimiento del derecho al trabajo y empleo (Art. 27 de la Convención) de las personas con discapacidad desde la perspectiva de género en El Salvador. Como resultado de este esfuerzo, se presenta la Propuesta Política que incluye recomendaciones concretas a distintas sectores de la sociedad con la finalidad de mejorar la situación de empleo de personas con discapacidad en el país. 

II. FUNDAMENTO LEGAL PARA LA PROPUESTA
El trabajo es una de las principales vías para el acceso a bienes y recursos, contribuye para obtener reconocimiento e identidad social; para los grupos de atención prioritaria éste adquiere especial relevancia por el valor que produce: utilidad social, sentido de pertenencia, desarrollo de redes sociales,  independencia económica, etc. a partir de lo que se facilita el procesos de integración a la sociedad. 

Los derechos de las personas con discapacidad y en específico los que refieren a empleo de las mismas, han sido establecidos en normativas nacionales vigentes:    

La Constitución de la República establece en el Art. 37: El trabajo es una función social, goza de la protección del Estado, y no se considera artículo de comercio. El Estado empleará todos los recursos que estén a su alcance para proporcionar ocupación al trabajador, manual o intelectual, y para asegurar a él y a su familia las condiciones económicas de una existencia digna. De igual forma promoverá el trabajo y empleo de las personas con limitaciones o incapacidades físicas, mentales o sociales.
En la Ley de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en el Art. 24 enuncia que: Todo patrono privado tiene la obligación de contratar como mínimo por cada veinticinco trabajadores que tenga a su servicio, a una persona con discapacidad y formación profesional, apta para desempeñar el puesto de que se trate. Igual obligación tendrá el Estado y sus dependencias.

En la Política Nacional de la Mujer, en el Área de Acción Desarrollo económico y sostenible en el numeral 2.1 referido a Trabajo e inserción productiva se establece “Contribuir a lograr la igualdad de oportunidades en la participación de mujeres y hombres en el mercado de trabajo, a través de la eliminación de la discriminación que por motivos de género inducen a la desigualdad salarial, a la falta de acceso de las mujeres a los puestos laborales de toma de decisión y de incrementar la preparación de las mujeres en las distintas ramas y grupos ocupacionales de la producción económica”.

En el marco de la legislación internacional, con la entrada en vigencia de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad se fundamenta la propuesta retomando del preámbulo los siguientes literales.

o) Considerando que las personas con discapacidad deben tener la oportunidad de participar activamente en los procesos de adopción de decisiones sobre políticas y programas incluidos los que les afectan directamente. 

s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género en todas las actividades destinadas a promover el pleno goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales por las personas con discapacidad

Siguiendo el texto del Art. 1 que establece que el propósito de la Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. 

Y basándonos en los principios generales: a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; b) La no discriminación; c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas; e) La igualdad de oportunidades; f) La accesibilidad; g) La igualdad entre el hombre y la mujer

Retomando el Art.4 de las obligaciones generales: 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención

 b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad;

El Art. 6  Mujeres con discapacidad: Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a ese respecto,  adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.  
Art. 8 Toma de conciencia, inciso 2. iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;

Art. 27  Trabajo y Empleo: Los Estados partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida  mediante un trabajo  libremente elegido o aceptado  en un mercado  y un entorno laborales  que  sean abiertos,  inclusivos  y accesibles a  las personas con discapacidad. 

III. Hallazgos del estudio de buenas prácticas en empleo de las personas con discapacidad con enfoque de genero  

A partir de la implementación de iniciativas surgidas desde las bases y diversos sectores, se ha demostrado la eficacia de las buenas prácticas en el área de empleo, desde una perspectiva de género. A través del estudio se analizaron buenas prácticas en ámbitos de autoempleo de mujeres con discapacidad, inclusión de personas con discapacidad en la empresa privada y la intermediación laboral entre empresas y personas con discapacidad. Como conclusión de este estudio se establece que:      

El autoempleo (Ver anexo 1) muestra que la implementación de un trabajo,  puede provocar un cambio social que asegure a todas las personas con discapacidad su plena inclusión en la sociedad. A través de estas iniciativas emprendedoras se fomentan  actitudes positivas y solidarías basadas en el enfoque de derecho hacia las personas con discapacidad y el respeto a la diversidad, con énfasis hacia las mujeres emprendedoras que llevan a la práctica ideas innovadoras que contribuyen a través de su trabajo a cambiar la percepción que se tiene de las personas con discapacidad y se proyectan y promocionan como mujeres productivas y competentes que contribuyen al desarrollo productivo del país. 
La creación de un programa específico empresarial, que surge de la iniciativa de la empresa, para contratar a personas con discapacidad desde una perspectiva social y no por el hecho específico de dar cumplimiento de la ley, ha permitido ofrecer una alternativa atractiva y ejemplarizante, que puede retomarse como modelo para la promoción del empleo de las personas con discapacidad en el ámbito empresarial. Las políticas de atención a la diversidad adoptadas por la empresa, como también la apertura, de espacios de formación para equipos vinculados a recursos humanos y jefaturas sobre el tema de discapacidad, ha posibilitado sensibilizar a los equipos para promover  los derechos y valores dentro de la empresa. En tal sentido se visualiza un porcentaje de contratación de PCD mayor al requerido por la ley, la realización de ajustes razonables para  optimizar la productividad y la implementación de un modelo de selección y contratación inclusivo. (Ver Anexos 2).
La implementación de un programa especializado y gratuito de intermediación laboral dirigido exclusivamente para personas con discapacidad, en el que realiza labores de asesoría e intermediación con la empresa en tema de discapacidad. Esto  permite promover y priorizar el empleo normalizado y/o ingresos de la población con discapacidad. Asimismo, abre espacios para impulsar acciones de emprendedurismo y el fomento de  actitudes positivas y solidarías basadas en el derecho y el respeto a la diversidad. Como estrategia, ha establecido una serie de alianzas con diversos actores claves tanto de instituciones gubernamentales como empresa privada y ONGs. Se ofrece una alternativa concreta y tangible a través de la gestión de empleo que repercute directamente en la mejora de las condiciones de vida de las personas con discapacidad. (Ver Anexo 3)

IV. PROPUESTA

Este capítulo contiene las recomendaciones concretas principales dirigidas a los diferentes sectores públicos involucradas en el empleo de las personas con discapacidad. Más elementos puede encontrar en el estudio “Buenas Prácticas para la Inserción Laboral, desde la perspectiva de género” disponible en www.laredelsalvador.com.
A las instancias correspondientes: 

· A la Asamblea Legislativa, que se revise la actual Ley de Equiparación de Oportunidades (Capitulo V). Para ello se sugiere revisar la Propuesta de Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad presentada a la Asamblea Legislativa por la Mesa Permanente sobre derechos de las personas con discapacidad de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, para modificar la Ley y armonizarla con la Convención.     

· Que se impulsen iniciativas similares a las identificadas con las buenas prácticas con población con discapacidad, ya que se cuenta con una base para implementar este tipo de procesos, que con el respectivo acompañamiento y asesoría técnica pueden resultar exitosos.

· Que se lleva a la práctica lo establecido en el Plan de Gobierno para gestionar la aprobación de créditos con tasa de intereses bajos para apoyar iniciativas de emprendedurismo generadas por hombres y mujeres con discapacidad o grupos asociativos. 

· Que se promuevan alianzas entre sectores organizados, empresas privadas y ONGs para desarrollar acciones conjuntas que fortalezcan los esfuerzos establecidos para la promoción de la inserción normalizada.

· Que se abran espacios para el intercambio de experiencias sobre Buenas Prácticas con la finalidad de reproducir e incentivar a otras personas con discapacidad y a otras empresas a establecer procesos conjuntos de inserción laboral       

· Que se impulsen acciones afirmativas para desarrollar procesos formativos  efectivos y a corto plazo para que adolescentes y mujeres con discapacidad desarrollen habilidades para emprender trabajos por cuenta propia.     

· Que se cumpla con las cuotas de paridad, en igualdad de oportunidades y salarios para hombres y mujeres, que se establecen en el acceso a empleo  normalizado para personas con discapacidad y en caso de optar, que se privilegio la inserción de mujeres con discapacidad    

· Que se implementen programas de formación acelerada que permita la acreditación de personas con discapacidad en niveles académicos superiores, siempre y cuando respondan de manera satisfactoria con los requerimientos del Ministerio de Educación 

Ministerio de trabajo y Previsión Social  (MTPS)

· Que se repliquen programas similares al Servicio de Integración de Personas con Discapacidad en el MTPS  con personal idóneo, y de preferencia que posean algún tipo de discapacidad, ya que la experiencia ha demostrado que los servicios y la intermediación es más efectiva si se hace entre pares.

· Que se promueva la formación de comisiones técnicas de inclusión en los diferentes ministerios  para asegurar y verificar la contratación y permanencia en el puesto de trabajo de personas con discapacidad en las diferentes instancias gubernamentales, en las que haya representatividad de hombres y mujeres y del sector con discapacidad. Y que se dé cobertura en todos los departamentos para descentralizar los servicios.
· Que se establezcan incentivos fiscales para aquellas empresas que cumplan con la legislación relativa a la contratación de personas con discapacidad o para aquellas que implementen medidas alternativas como las referidas en el Art 52. De la Ley de igualdad.

· Que se lleve un registro estadístico de la situación de empleo de las personas con discapacidad, desagregado por sexo y publicación mensual en la página web del MTPS. El cual puede ser alimentado por las distintas dependencias en el interior del país
· Que el MTPS  gestione fondos presupuestarios para operativizar la Ley de Igualdad y que su aplicación se extienda a todos los departamentos del país. Que se  descentralice la sección de atención de grupos vulnerables en el área de empleo de personas con discapacidad y se propone el cambio de nombre por Unidad de Atención a Grupos de Atención Prioritaria y dentro de esta se conforme un equipo profesional exclusivo para el área de discapacidad.

· Que se desarrollen campañas para la promoción laboral con enfoque de género y desarrollar acciones afirmativas para la formación y consecución de puestos técnicos y gerenciales para mujeres con discapacidad.

Consejo Nacional de Atención Integral a la Persona con Discapacidad - CONAIPD

· Que cumpla como ente rector para garantizar los derechos de las personas con discapacidad de manera integral adoptando medidas legislativas, para modificar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad, y con más énfasis en niñas, jóvenes, mujeres y adultas mayores. Ya para ello, se recopile información adecuada (CENSO), incluidos datos estadísticos y de investigación, que permita formular y aplicar políticas para la inserción laboral de las personas con discapacidad.

· Que Impulse políticas que promuevan acciones alternativas para la promoción del empleo y autoempleo para mujeres con discapacidad y que se vele y promueva el ejercicio del derecho al trabajo y empleo con enfoque de género e igualdad de oportunidades tanto a nivel público como privado a nivel nacional. Y que se incluyan la adopción de medidas para asegurar la implementación de ajustes razonables en las instituciones públicas y empresa privada de manera integral.

· Que ponga en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública con todos los órganos de los medios de comunicación para fomentar actitudes receptivas positivas y mayor conciencia social, a través de la promoción de capacidades, méritos y habilidades de las personas con discapacidad y se reconozca sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral.

· Que emprenda y promueva la investigación y desarrollo, así como la disponibilidad y uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo para las personas con discapacidad, priorice las de precio asequible, con la finalidad de incrementar las competencia para optar a mejores empleos. 
Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer - ISDEMU

· Que se realicen acciones para reconocer el derecho de las personas con discapacidad, en especial las niñas, adolescentes  y mujeres con discapacidad, para que sean incluidas en las políticas, leyes, normativas, etc., para favorecer su inclusión real en el tema de género a nivel nacional.
· Que capacite a sus miembros en la inserción laboral y acerca de derechos como mujeres y como personas con discapacidad y para el diseño de programas se solicite más fondos económicos para ampliar su cobertura para incluir la temática discapacidad a nivel nacional y apoyar con programas y proyectos específicos para incentivar la participación de niñas, adolecentes y mujeres con discapacidad.

· Que adopte medidas pertinentes para asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de las niñas, adolescentes y mujeres  con discapacidad, con el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de sus derechos humanos y las libertades fundamentales a nivel nacional.

· Que promueva la igualdad y la eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad, con énfasis las niñas, adolescentes y mujeres con discapacidad, adoptando medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la protección legal igual y efectiva a nivel nacional.

Secretaría de Inclusión Social – SIS 

· Que impulse su trabajo como intermediaria para el trabajo con los diferentes ministerios de gobierno y empresa privada, para asegurar el respeto y la promoción de los derechos de las personas con discapacidad.

· Que realice esfuerzos conjuntos con el Ministerio de Trabajo para mejorar la inserción laboral de las personas con discapacidad en instituciones autónomas y semiautónomas. Y coordine de forma directa y apoye el fortalecimiento de las organizaciones que trabajan en el tema de inserción laboral.

· Que asegure y fomente el aumento del presupuesto del CONAIPD y que se trabaje conjuntamente para el diseño de políticas de inclusión y crear mecanismos adecuados para dar un seguimiento adecuado que garantice el cumplimiento efectivo de los derechos de todos y todas, hombres y mujeres con y sin discapacidad, sin distinción alguna de género.

· Que conjuntamente con el CONAIPD y la Procuraduría de los Derechos Humanos, PDDH, protejan la imagen y dignidad de las personas con discapacidad y promuevan la difusión de mensajes que resalten la capacidad, competencia y productividad de las personas con discapacidad en los distintos ámbitos: social, político, económico, etc. 
· Que promueve estudios e investigaciones de carácter técnico y científico sobre la realidad sociolaboral de las personas con discapacidad en El Salvador, para diseñar programas y políticas efectivas que contribuyan de manera concreta y efectiva a la inclusión social de las mismas.    

A todas las instancias citadas anteriormente se les propone realizar acciones coordinas; y que se aporte desde la especificidad de sus fines para la consecución del objetivo común: promover la inserción laboral para la inclusión social de mujeres y hombres con discapacidad.  [image: image1.png]
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